
AL JUZGADO 

De 1ª Instancia 

Madrid 

  

D. MIGUEL TORRES ALVAREZ, procurador con número de 
colegiado 63 del Ilustre Colegio de Procuradores de Guadalajara, en 
representación del Dr. Ing. Miguel Ángel Gallardo Ortiz (PhD) según 
se acredita mediante APUD ACTA adjunto, y bajo la dirección letrada 
de D. Jose Manuel Muñoz Ortín, Letrado 3347 de ICAMUR, ante los 
Juzgados de Madrid comparece y como mejor proceda en Derecho, 
DICE: 

  

Que por medio del presente escrito y siguiendo instrucciones de mi 
representado, interpongo DEMANDA DE JUICIO ORDINARIO 
PARA LA DECLARACIÓN DE NULIDAD DE TESTAMENTO, 

 , con domicilio 
 

demanda que fundamento en los siguientes: 

HECHOS 

PRIMERO. – La madre de mi mandante, Dña. Concepción Ortiz Ruiz, 
otorgó testamento abierto, el día 6 de junio de 2008. 

Dicho testamento, revocatorio de los otorgados con anterioridad, fue 
otorgado ante el Notario D. Antonio Álvarez Pérez, obrando en su 
protocolo dos mil ciento uno y, tras hacer constar el correspondiente 
juicio de capacidad de la testadora, otorgar un legado por mitad entre 

 
sin perjuicio de la legítima que por imperativo legal corresponde a mi 
representado.  

 
  

Inserta un extracto del referido testamento: 

Se acompaña como Documento n.º 1 copia del testamento.  

  

demanda que dirijo contra
en

sus dos hijos, instituye como heredera a su hija

Además, designa como albacea a su hija y como
contador partidor a



SEGUNDO. – La testadora falleció el día 24 de octubre de 2018, tal 
y como consta en la partida de defunción, que se adjunta como 
Documento n.º 2. 

  

TERCERO. – En la fecha en que otorgó el testamento, la testadora 
sufría un gravísimo deterioro cognitivo, teniendo gravemente 
mermadas sus facultades mentales.  

En prueba de ello, tenemos que decir: 

1) La Sra. Ortiz Ruiz, por la enfermedad que padecía, recibió 
asistencia y tratamiento en el  Centro de Prevención del Deterioro 
Cognitivo, centro que pertenece al Servicio de Prevención y 
Promoción de la Salud de Madrid del Ayuntamiento de Madrid y 
pretende el diagnóstico precoz y tratamiento de personas que sufren 
Deterioro Cognitivo. 

Su historia clínica es 1588/2007 y número de OMI 244933. Se hace 
constar que esta parte ha requerido a la dirección del centro el 
referido historial, habiendo recibido ínfima información  del mismo, a 
pesar de que mi representado solicitó por todos los procedimientos a 
su alcance cuanto pudiera conocerse sobre el historial de su madre, 
incluso acudiendo a la Agencia Española de Protección de Datos 
AEPD cuyos archivos y registros señalamos como fuentes de 
pruebas. 

Según la documentación recibida, los especialistas que la trataron 
fueron, al menos, el Psiquiatra D. Pedro Montejo Carrasco,  la 
Psicóloga Dña. Mercedes Montenegro Peña y la Dra. Elena Roa, 
especialista en resonancias magnéticas. 

2)  Se le realizaron, al menos, tres informes sobre el deterioro 
cognitivo que padecía: 

a)  INFORME DE CONSULTA. 

Con fecha de evaluación de 30 de noviembre de 2007 y de firma, 
el 16 de enero de 2008. 

Subscrito por el Psiquiatra D. Pedro Montejo Carrasco,  la 
Psicóloga Dña. Mercedes Montenegro Peña. 

Recoge síntomas claros y patentes del deterioro cognitivo en el 
que se encontraba inmersa la paciente. 



Juicio clínico: Deterioro cognitivo ligero con alteraciones en 
memoria, atención, lenguaje, gnosias y funciones ejecutivas. 

 

b)   INFORME DE SEGUIMIENTO. 

Emitido el 5 de noviembre de 2009.  

Subscrito por los mismos especialistas. 

De la exploración se observan síntomas claros de la evolución 
de la enfermedad. 
  
Juicio clínico: Demencia degenerativa primaria: Probable 
demencia Tipo Alzheimer estado leve (GDS 4, MMSE 19/30). 

  

c)  INFORME SOBRE LA RESONANCIA MAGNÉTICA DEL 
CRÁNEO. 

Emitido el 13 de noviembre de 2007 por la Dra. Elena Roa. 

  
Consta como documentación complementaria en los dos 
informes anteriores. 

Conclusión: Atrofia cerebral difusa. Patología isquémica 
vascular supratentoria. 

A efectos probatorios, designamos los archivos médicos del referido 
centro, señalando que la documentación que dispone esta parte es 
incompleta, pues solo le ha sido entregada 10 folios, por lo que falta 
documentación y datos de la historia clínica. 

Adjunto los informes aludidos como Documentos n.º 3 a 5, indicando 
también que tales informes están publicados completos en 
https://www.miguelgallardo.es/deterioro-cognitivo-1.pdf  

también en https://cita.es/deterioro-cognitivo-1.pdf  

Del contenido de estos informes,  necesariamente tenemos que 
 

grave deterioro que padecía la Sra. Ortiz Ruiz, circunstancia esta que 
fue aprovechada para manipularla y llevarla a su notario colaborador 
para formalizar un nuevo testamento que revocaba el anterior, 

concluir que  tenía perfecto conocimiento del



testamento que, de no haberse deteriorado el conocimiento y la 
voluntad de la Sra. Ortiz Ruiz, nunca hubiera accedido a cambiar, y 
menos aún de la manera en la que lo hizo. 

3)  Ingreso de la Sra. Ortiz Ruiz en la Residencia de Mayores 
Concesol Hogar de ancianos, centro especial para personas con 
deterioro cognitivo, ubicado en Madrid, en la calle Condesa de 
Venadito, 30, 28027 Madrid, siendo su directora y administradora 
única Alicia Maria Szurek Soler y el médico Ricardo Benito 
Fernández colegiado nº 282845977 en el Colegio Oficial de Médicos 
de Madrid  

A efectos probatorios designamos los archivos y registros de la 
Residencia de Mayores Concesol Hogar de ancianos, centro especial 
para personas con deterioro cognitivo. 

La documentación aportada por el centro consta en el siguiente 
enlace https://www.miguelgallardo.es/deterioro-cognitivo-2.pdf  

también en https://cita.es/deterioro-cognitivo-2.pdf  

 Indicar que la documentación remitida está mal paginado e invertido 
en muchas de sus 144 páginas, y que contiene algunos relevantes 
documentos coincidentes con los de la entidad municipal antes 
citada, pero está exactamente tal y como lo recibió mi representado, 
íntegro y completo. 

Es seguro que en los muchos años en los que estuvo internada la 
fallecida Concepción Ortiz Ruiz se produjo mucha más 
documentación, y de hecho, mi representado Dr. Gallardo ha insistido 
mucho en tener el primer documento de cada historial y también el 
último, que fue certificación de la defunción de fecha 24 de octubre 
de 2018 firmada por el mismo Ricardo Benito Fernández colegiado 
nº 282845977 en el Colegio Oficial de Médicos de Madrid, según 
consta en el registro civil, pero que pese a su insistencia durante 
varios años, mi representado Dr. Gallardo nunca consiguió. 

En base a la documentación expuesta, concluimos que cuando se 
realizó el testamento el 6 de junio de 2008 ante el Notario Antonio 
Álvarez Pérez, a pesar de la verificación realizada por el mismo sobre 
el juicio de capacidad de la testadora, la Sra. Ortiz Ruiz ya presentaba 
un patente deterioro cognitivo, al menos, desde el 13 de noviembre 
de 2007, siendo confirmada su evolución mediante informe de 
noviembre de 2009. 



En realidad, como pueden acreditar los médicos que la trataron 
y las personas que la conocieron, la Sra. Ortiz Ruiz desde mucho 
antes sufría deterioro cognitivo incompatible con la realización 
voluntaria de actos de disposición y relevancia como el 
testamento que impugnamos.  

CUARTO. – Se hace constar que la firma del testamento cuya nulidad 
se insta en la presente demanda, revocó el otorgado por la misma 
testadora el 5 de febrero de 1997, realizado ante el Notario de Madrid 
D. Juan Alvarez-Sala Walter, testamento mucho más equitativo que 
representa, con sus particularidades, la auténtica voluntad de la Sra. 
Ortiz Ruiz, instituyendo a sus dos hijos, tras hacer un reparto de 
determinados bienes entre ambos, instituía a los dos como herederos 
del remanente de la herencia. 
 

Adjunto el referido testamento como Documento n.º 6 
 

QUINTO. – La realización y firma del presente testamento cuya 
 
 

testadora y con la intervención fraudulenta del Notario D. Antonio 
Álvarez Pérez, con una clara manipulación, entre ambos hicieron que 
firmara un nuevo testamento en su exclusivo beneficio, 
instituyéndose a sí misma como heredera universal y albacea. 

  

SEXTO. – Además, de la misma manera, en las mismas condiciones 
de capacidad y siempre con la intervención del Notario D. Álvarez 
Pérez, la Sra. Ortiz Ruiz realizó a favor de la demandada las 
siguientes donaciones: 

1) Donación de la finca ubicada en la calle Jarilla de Madrid. 

  
Se realizó el 6 de junio de 2008 (el mismo día que se formalizó el 
testamento impugnado) mediante escritura otorgada ante el 
Notario D. Antonio Álvarez Pérez, dos mil ciento dos de su 
protocolo. 
Abarca a la vivienda de la calle Jarilla 15, 4º A, dos plazas de garaje 
y un cuarto trastero. 
  
   

nulidad se solicita, se hizo a instancia de la demandada
, la cual, aprovechando el deterioro cognitivo de la



2) Donación pecuniaria. 
  

Se realizó el 11 de noviembre de 2008 mediante escritura otorgada 
ante el Notario D. Antonio Álvarez Pérez, tres mil ochocientos 
cincuenta y siete de su protocolo. 
La cuantía donada ascendía a la cantidad de 438.000,00 euros. 

 

  
3) Donación de la finca ubicada en la calle Núñez de Balbao de 
Madrid. 
  

Se realizó el 28 de septiembre de 2009 mediante escritura 
otorgada ante el Notario D. Antonio Álvarez Pérez, dos mil 
novecientos treinta y ocho de su protocolo. 
Abarca a la vivienda de la calle Núñez de Balboa 29, 3º D y dos 
plazas de garaje. 
  

No se pide la nulidad de tales transmisiones puesto que las mismas 
–como se expondrá en el hecho precedente– han sido objeto de 
colación. 

  

Incorporo las referidas escrituras de donación como Documentos n.º 
7 a 9, designando los archivos de los protocolos correspondientes a 
las escrituras otorgadas por el Notario Antonio Álvarez Pérez. 

  

SÉPTIMO. – Dentro de las operaciones particionales de la herencia, 
al objeto de la emisión de inventario y participación de los bienes que 
componían el capital relicto, se procedió por parte del Colegio 
Notarial de Madrid a la designación de D. Gustavo-José De Miguel 
Márquez como CONTADOR PARTIDO DATIVO, el cual emitió el 
Cuaderno Particional que se adjunta como Documento n.º 10. 

  

Dentro de las operaciones particionales que lo integran se incluyen 
como bienes colacionables las donaciones expuestas en el Hecho 
anterior. 



Además, se incluyen como colacionables otras operaciones 
dinerarias que fueron realizadas en distintas entidades bancarias, 
tales como Bankinter, Ibercaja, Caixabank y Banco Santander. 

  

Fruto de las operaciones particionales se hizo una propuesta a mi 
representado de la legítima estricta que fue aceptada y ya percibida, 
dejando constancia, según reconoce el notario que también fue de la 
elección de la albacea, de la reserva de todos los derechos, 
incluyendo expresamente el de demandar la nulidad del testamento 
como aquí se hace. 

El mismo cuaderno particional señala que el inventario se ha 
practicado en base a los bienes conocidos, indicando que si 
aparecieran otros bienes o deudas, serán distribuidos en la misma 
forma y proporción que los bienes adjudicados. 

  

OCTAVO. – Especial mención merece el Notario D. Antonio Álvarez 
Pérez por su relevante participación en los hechos, puesto que 
incumplió su obligación de asegurarse de que el testador tiene la 
capacidad legal para testar, tal y como establecen los artículos 685-
1,  663-2 y el último párrafo del 695, todos ellos del Código Civil, 
obligación recogida también en el artículo 145 del Reglamento 
Notarial de 2 de junio de 1944. 

 En tal sentido tenemos que decir: 

1. Formó parte de las maniobras de manipulación realizadas de 
forma dolosa por la demandada para la firma del testamento 
impugnado, en el que ella misma se instituía como heredera 
universal. 

  

2. Su participación fraudulenta ha sido continuada en el tiempo, 
interviniendo –como hemos expuesto– en distintas donaciones 

 
que en ninguna de ellas se apreciara el estado de deterioro cognitivo 
en que se encontraba la donante. 

  

realizadas por la causante a favor de                     sin



3.  La actuación fraudulenta del Notario ha sido realizada de forma 
voluntaria, por lo que su actuación puede llegar a considerarse 
delictiva, puesto que reconocer la capacidad legal para hacer 
testamento de una persona con deterioro cognitivo, constituye un 
acto antijurídico que atribuye una capacidad de raciocinio a una 
persona que carece de ella.  

El estado de deterioro cognitivo de la Sra. Ortiz Ruiz no podía pasar 
desapercibido para el Notario, máxime si atendemos a la asidua 
relación que mantenía con ella y su hija, por las distintas 

 
notaría, llevando consigo a su madre para que las firmara.  

4. Además, tal actuación maliciosa por parte del Notario no constituye 
un acto aislado y excepcional que nos hiciera pensar que tal 
actuación ha sido un error en su percepción sobre la capacidad de 
testar.  

En nuestro caso estamos ante un notario reincidente que omite la 
capacidad real del sujeto en distintas ocasiones y ello, lo hace, a 
pesar de la asidua relación profesional que mantiene con ella y su 
hija para la firma de distintas escrituras.  

5.  Incluso, el Notario, en lugar de asegurarse y comprobar que la 
persona que va a firmar el testamento, tiene capacidad para poder 
entender lo que está firmando, en lugar de protegerla por su carencia 
cognitiva, la manipula y engaña junto con la demandada para hacerla 
firmar, convirtiéndose en un cooperador necesario en la realización 
del acto de fraude.  

6.  Tal y como indican los informes médicos, la existencia de indicios 
externos del deterioro cognitivo que padecía la Sra. Ortiz Ruiz eran 
patentes, detectables con una mínima observación. Tenían la 
relevancia suficiente como para generar en el Notario, como mínimo, 
dudas sobre su capacidad de raciocinio, debiendo desde ese 
momento pedir el reconocimiento de la testante por parte de médicos 
que determinaren su nivel de afectación. 

7.  Esta conducta irregular, incumpliendo su función de fedatario 
público de la capacidad del actuante, no solamente ha sido realizada 
en nuestro caso, sino que -según parece- constituye una conducta 
frecuente de su notaría, puesto que existen otros casos de firma de 
testamentos por personas con claros y evidentes signos de 
deterioros cognitivos, en los que interviene el mismo Notario.  

transmisiones que en esas fechas, la  realizó en la



En tal sentido tenemos que remitirnos a la sentencia de la AP Madrid, 
dictada en el de rollo de apelación 895/2019, de 24 de enero de 
2019, que confirma íntegramente la sentencia del Procedimiento 
Ordinario 469/2017 seguidos en el Juzgado de 1ª Instancia nº 86 de 
Madrid. 

Haciendo totalmente nuestra la fundamentación de la sentencia, 
destacamos que la misma anula un testamento del mismo Notario 
de Madrid Antonio Álvarez Pérez por motivos muy semejantes, 
o análogos o equivalentes a los que motivan esta demanda. Es 
decir, que un mismo notario es cuestionado de manera que el 
Juzgado de 1ª Instancia nº 86 de Madrid y posteriormente la 
Audiencia Provincial ya conocen la manera de actual del mismo 
notario cuyo testamento aquí demandamos que sea anulado.  

En la citada sentencia puede leerse textualmente: 

“...no tenía capacidad para testar, por lo que el testamento es nulo, de 
conformidad con el artículo 663 del Código Civil…” ... “La conclusión fáctica 
en que se sustenta el referido pronunciamiento estimatorio objeto de 
impugnación en esta segunda instancia -la acreditación de la incapacidad de 
testador en el momento de emitir su voluntad testamentaria- deriva de una 
ponderada y racional interpretación y valoración del resultado ofrecido por los 
medios de prueba aportados al proceso, que aparece adecuada y 
suficientemente motivada, en forma lógica y razonable, en la resolución apelada, 
y que no se revela, en modo alguno, como arbitraria, irracional, errónea, 
desproporcionada, absurda, incongruente o contraria a las reglas de la lógica o 
de la sana crítica.  

Consecuentemente, dicha valoración hermenéutica, conforme a reiterada 
doctrina jurisprudencial, ha de prevalecer, en todo caso, en esta alzada, sobre la 
personal e interesada de los litigantes…”  

  

Destacamos la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo 
de 4 de octubre de 2007 y todas las demás que fundamentan la citada 
SAP M 895/2019 de 24/01/2019 (Ponente Ilmo. Sr. D. GUILLERMO 
CORTES GARCIA MORENO), e insistimos en hacer nuestra lo más 
esencial de su fundamentación jurídica, atendiendo a la  coincidencia 
en los hechos y derechos de mi representado. 

 Adjunto la referida sentencia como Documento n.º 11, indicando que 
la misma está publicada enhttps://www.poderjudicial.es/searc 

h/AN/openDocument/ee91fa3709c530de/20190314 

también en https://cita.es/sentencia/testamento-anulado.pdf 



  

7.  La falta de juicio sobre la capacidad realizado por el Notario, a raíz 
de los efectos revocatorios de los testamentos anteriores, produce 
para mi representado un gravísimo perjuicio, material e incluso moral, 
por la percepción negativa que genera sobre su progenitora en mi 
represenado, al verse excluido de sus derechos hereditarios.  
 

8. Es de destacar que el juicio sobre la capacidad del 
testador   constituye una presunción iuris tantum que puede resultar 
desvirtuada, tal y como recoge la referida sentencia cuando dice: 

“El artículo 685 del Código Civil obliga al Notario a asegurarse de que, a su juicio, 
el testador tiene la capacidad legal necesaria para testar, y, consecuentemente 
con tal obligación, el artículo 696 exige al Notario que haga constar en el 
testamento que el testador se halla con la capacidad legal necesaria para 
otorgarlo. Este juicio, emitido por el Notario como tal y en cumplimiento de un 
encargo legal, y expresado en el testamento, genera una "verdad oficial", según 
la cual el testador es tenido como capaz a efectos de disponer su última voluntad. 
"Verdad oficial" que tiene claramente el valor de una presunción IURIS TANTUM, 
y que, por consiguiente, puede desvirtuarse, en el correspondiente proceso 
declarativo, probando que al tiempo de otorgar el testamento el testador no se 
hallaba en su cabal juicio. Pero esta prueba, como ya puso de manifiesto la 
Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 7 de octubre de 1982 y 
reitera la de 29 de marzo de 2004 , ha de ser muy cumplida y convincente y no 
deberá dejar margen racional de duda, puesto que la aseveración del fedatario 
autorizante reviste especial relevancia de certidumbre”. 

… 

“El Notario dio fe de que tenía capacidad para testar. Cierto es que así fue, pero 
ello no significa que no pueda probarse lo contrario, porque según se ha 
declarado reiteradamente por la Sala 1ª, ello no impide que la aseveración notarial 
sobre el juicio del testador pueda ser desvirtuada, pero para ello son precisas 
pruebas cumplidas y convincentes, según entre otras, las sentencias de dicha 
Sala números 250/2004, de 29 de marzo , 289/2008, de 26 de abril , 685/2009, de 5 
de noviembre, 20/2015, de 22 de enero , 435/2015, de 10 de septiembre , y 461/2016, 
de 7 de julio . Las cuales pruebas se han aportado en este caso, y se han ratificado 
en el acto del juicio, puesto que se debe de tener en cuenta que el Notario es un 
fedatario público pero no es un profesional médico por lo que hay situaciones de 
capacidad mental que no puede controlar, al no ser experto en la materia, por lo 
que resulta posible que la situación de vulnerabilidad pase desapercibida” 

  

9.  Tal es la consideración que se tiene del Notario Antonio Álvarez 
Pérez, que ante una mera solicitud para la obtención de datos y 
metadatos notariales formulada por mi representado, presentada 
ante el Ministerio de Justicia, Secretaría General Técnica División de 
Recursos y Relaciones con los Tribunales, la respuesta que ha 



obtenido mi representado ha sido considerarla como una denuncia 
formulada contra el Notario Antonio Álvarez Pérez. 

Señalamos los archivos y registros del Ministerio de Justicia, Consejo 
General del Notariado y Colegio de Notarios de Madrid como fuentes 
de prueba sobre las acciones, omisiones y disfunciones del notario 
en cuestión. 

Incorporo la solicitud y respuesta como Documentos n.º 12 y 13, 
indicando que consta publicado en https://cita.es/notariado-
evadiendo.pdf y https://cita.es/notariado-subsanando-firmado.pdf 

  

A los anteriores hechos les resultan de aplicación los siguientes 

  

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

  

A. PROCESALES 

I 

Jurisdicción y competencia: 

Conforme a lo dispuesto en los arts. 9.2 y el artículo 5 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, el conocimiento del presente litigio corresponde 
al orden jurisdiccional civil y, en concreto, a los Juzgados de Primera 
Instancia, en virtud de lo previsto en el artículo 45 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil 

Corresponde la competencia territorial a los Juzgados de Primera 
Instancia de la ciudad de Madrid, que dentro de ellos, al por turno de 
reparto corresponda, de conformidad con los artículos 50 y 53 Ley de 
Enjuiciamiento Civil 

II 

Capacidad: 

Mi representado goza de plena capacidad para ser parte y para 
actuar en el proceso, de conformidad con los artículos 6 y 7 Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 



III 

Postulación: 

Estando exigida así por los artículos 23 y 31 Ley de Enjuiciamiento 
Civil, la presente demanda se interpone por medio del Procurador 
que suscribe y con la intervención del Letrado que igualmente se 
señala en el encabezamiento y suscribe conmigo este documento 

IV 

Legitimación: 

La legitimación activa corresponde a mi representado, en cuanto que 
ostenta un interés legítimo a que se declare la nulidad del testamento, 
de acuerdo con el artículo 10 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

V 

Cuantía: 

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 253.3 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, se hace constar que la cuantía de este 
procedimiento resulta indeterminada. 

VI 

Procedimiento: 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 249.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, el presente procedimiento deberá seguirse por 
los trámites correspondientes al juicio ordinario, dado que su interés 
económico resulta imposible de calcular, ni siquiera de modo relativo 

VII 

Eficacia y prescripción: 

La acción, en conformidad con el artículo 1964,2 del Código Civil, se 
ejercita dentro del plazo de los cinco años desde el fallecimiento del 
causante, por lo la acción no está prescrita.  

VVIII 

Costas: 



Las costas deberán ser impuestas a los demandados de acuerdo con 
lo previsto en los arts. 394 y 395 de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
aún cuando existiere allanamiento por parte de los demandados 

B. SUSTANTIVOS O DE FONDO 

IX 

Son aplicables los artículos 662, 663 y 695 del Código Civil, en 
relación con el artículo 685 del mismo cuerpo legal, respecto a la 
capacidad de obrar necesaria para otorgar un testamento válido. 
También le resulta de aplicación el artículo 145 del Reglamento 
Notarial de 2 de junio de 1944l. 

X 

En el ámbito jurisprudencial tenemos que remitirnos a la 
importantísima sentencia de la SAP M 895/2019  (ECLI:ES:APM:2019:895 
Id Cendoj: 28079370252019100021) de 24 de enero de 2019, que confirma 
íntegramente la dictada en instancia por el  el Juzgado de 1ª Instancia nº 86 de Madrid 
en el Procedimiento Ordinario 469/2017. 
Ya hemos expuesto la total similitud entre el caso enjuiciado en esta 
sentencia y el planteado en autos: en ambos casos se trata de 
testadores que con deterioro cognitivo firman un testamento que 
resulta anulado por el Juzgado por falta de capacidad del testador, a 
pesar de que el Notario actuante diera fe de que tenía capacidad para 
testar. 
  
La manifestación realizada por el Notario tiene la consideración de 
presunción iuris tantum que puede ser desvirtuada mediante prueba 
en contrario, tal y como recoge esta sentencia de la AP y otras del 
TS, tales como ST 250/2004, de 29 de marzo ,289/2008, de 26 de 
abril , 685/2009, de 5 de noviembre , 20/2015, de 22 de enero , 
435/2015, de 10 de septiembre , y 461/2016, de 7 de julio. En tal 
sentido también se expresan las sentencias del TS 686/2014 y 
195/2015, sentencia de 19 de septiembre de 1998) 
  

La jurisprudencia -entre las más recientes, STS número 289/2008 de 
26 abril- ha mantenido reiteradamente la necesidad de que se 
demuestre "inequívoca y concluyentemente" la falta de raciocinio 
para destruir la presunción de capacidad para testar (STS de 27 de 
noviembre de 1965) y que "la incapacidad o afección mental ha de 
grave... no bastando apoyarla en simples presunciones o indirectas 
conjeturas" (SSTS de 27 de enero y 12 de mayo de 1998; y 27 de 



junio de 2005); asimismo, que la presunción de capacidad, favor 
testamenti, "cabe ser destruido por medio de prueba inequívoca, 
cumplida y convincente en contrario" (sentencia de 19 de septiembre 
de 1998) 

 

En el presente caso, concurrían deficiencia y deterioros de la 
capacidad cognitiva de la Sra. Ortiz Ruiz, manifestaciones suficientes 
como para que se cuestione su capacidad para tomar decisiones 
relevantes como lo es otorgar un nuevo testamento revocatorio de 
otro anterior. Se le hizo firmar un testamento careciendo de la 
capacidad legal exigible para la realización de tales actos. 

  

Por lo expuesto, 

SOLICITO AL JUZGADO que, habiendo por presentado este escrito 
con la documentación que se acompaña, se sirva admitirlos y, en su 

 
 

día sentencia por la que, estimándola, se declare la nulidad del 
testamento otorgado en fecha 6 de junio de 2008 por Dña. 
Concepción Ortiz Ruiz, ante el Notario de Madrid D. Antonio Álvarez 
Pérez, al número 2101 de su protocolo, se anule cualquier operación 
particional que haya podido practicar la demandada distinta a la 
incorporada a este escrito de demanda, así como cualquier escritura 
de aceptación y adjudicación de herencia que haya podido otorgar, 
junto con las inscripciones registrales que, en su caso, hayan podido 
tener lugar, todo ello con expresa imposición de las costas a la 
demandada. 

Es justicia que pido en Madrid, a diecisiete de octubre de dos mil 
veintitrés. 

  

PRIMER OTROSÍ DIGO: Esta parte considera necesaria el examen 
de toda la documentación médica (informes aportados por esta parte 
y cualquier otra documentación que se incorpore a la causa por 
distintas entidades y organismos, cuyo requerimiento será 
presentado como prueba en la Audiencia Previa) correspondiente al 
deterioro cognitivo de la Sra. Concepción Ortiz Ruiz. Dado que se 
trata exclusivamente del examen de la documentación, entiende esta 
parte que el órgano competente para su realización sería el Instituto 

virtud, tenga por formulada demanda de juicio ordinario contra
 y previos los trámites pertinentes, dicte en su



de Medicina Forense, para lo cual deberá de dirigirse en 
correspondiente oficio por parte del Juzgado para que proceda a su 
examen e informe. 

De forma subsidiaria, para el caso de que el Juzgador no estime la 
anterior petición, conforme al artículo 342 de la LECv, se insta del 
Juzgado para que proceda a la designación judicial de perito por 
insaculación de los integrantes de la lista del Colegio de Médicos de 
Madrid, para que tras el examen de la documentación médica 
obrante en los autos, emita Informe y sea citado para su ratificación 
en el acto de la vista que se celebre. 

Y, por lo expuesto, 

SOLICITO AL JUZGADO, tenga por hecha la anterior manifestación 
y por propuesta la prueba pericial consistente en la emisión de 
informe por parte del médico Forense o, de forma subsidiaria, por 
parte de perito insaculado, con ratificación en el acto del juicio oral. 

  

SEGUNDO OTROSI DIGO. – A efectos de pruebas se señalan los 
archivos médicos y de cualquier otro tipo que obren en los archivos y 
registros de la Seguridad Social de Madrid, del Centro de 
Prevención del Deterioro Cognitivo perteneciente al Servicio de 
Prevención y Promoción de la Salud de Madrid del Ayuntamiento de 
Madrid y de la Residencia de Mayores Concesol Hogar de 
ancianos referidos a la paciente Dña. Concepción Ortiz Ruiz desde 
el momento el inicio y primera consulta que realizó. 

En su virtud, 

SOLICITO AL JUZGADO. – Que tenga hecha la referida 
manifestación y por designados los archivos y registros de las 
entidades mencionadas. 

  

TERCER OTROSI DIGO. – Igualmente se designan los archivos y 
registros del Ministerio de Justicia, Consejo General del Notariado y 
Colegio de Notarios de Madrid como fuentes de prueba sobre las 
acciones, omisiones y disfunciones del notario en cuestión. 

En su virtud, 



SOLICITO AL JUZGADO. – Que tenga hecha la referida 
manifestación y por designado los archivos y registros de la entidad 
mencionada. 

  

CUARTO OTROSÍ DIGO. – Se designan a determinados empleados 
y directores de las oficinas bancarias expuestas en este escrito 
(Bankinter, Banco Santander, Caixabank e Ibercaja) en las que la 
Sra. Ortiz Ruiz realizaba sus operaciones financieras, siendo 
concretados en el acto de la comparecencia previa las personas 
concretas de las mismas que deberán de ser citadas por el Juzgado. 

En su virtud, 

SOLICITO AL JUZGADO. – Que tenga por designadas las entidades 
bancarias referidas. 

 

QUINTO OTROSI DIGO. – En todo lo no invocado resulta de 
aplicación el principio iura novit curia, plasmado en el párrafo 
segundo del punto primero del artículo 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, en virtud del cual serán aplicables las demás 
normas que sean de pertinente, especial o general aplicación, y que 
el juzgador podrá tener en cuenta de oficio sin necesidad de que 
hayan sido previamente alegados o invocados por alguna de las 
partes intervinientes. 

SOLICITO AL JUZGADO. – Que tenga por realizada la anterior 
manifestación.  

Es justicia que reitero en fecha y lugar indicados. 

  
 




